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TOCA 60/2023/SS-3
EXP. 958/2021/3

SALA SUPERIOR.

TOCA: **********/2023/SS-3.
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/3.
PARTE ACTORA: **********.
AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: **********.

MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.
SECRETARIO: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMIREZ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintidós de noviembre de dos mil veintitrés.

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, autoridad demandada, en contra de la sentencia de catorce de junio de dos mil veintidós (sic), pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, en el juicio contencioso administrativo **********/2021/3; turnado a ésta Sala Superior el veinticuatro de agosto del año en curso, mediante el oficio **********/2023, signado por el Magistrado de la referida Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos, motivos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.-  Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.”
II. Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, autoridad demandada, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el catorce de agosto de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal y recibido en ésta Alzada el veinticuatro de agosto siguiente; atendiendo a que por auto de veintiuno de agosto del mismo año,
 con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado,
 el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación, así como los autos del juicio contencioso administrativo **********/2021-3.

III. Por acuerdo de treinta de agosto de dos mil veintitrés,
 se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2023/SS-3; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito del recurso de mérito al actor **********, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El ocho de septiembre de dos mil veintitrés,
 se certificó que la parte actora, ********** desahogó la vista en el término que se le concedió en el auto de admisión, reservándose la citación para resolver el presente asunto.

V.- El dieciocho de septiembre del año que transcurre
, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

[…].”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.
Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la decisión de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la sentencia apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo recurrido, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156,
 párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, esto es, **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, personalidad que acreditó con la copia certificada de su nombramiento expedido a su favor por el Director General de dicho Organismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la autoridad demandada, ahora recurrente, el doce de julio de dos mil veintitrés,
 surtiendo efectos dicha notificación el uno de agosto siguiente, por lo que el plazo de interposición transcurrió del dos al veintitrés de agosto de la citada anualidad; sin contar los días quince y dieciséis de julio, cinco, seis, doce, trece, diecinueve y veinte de agosto siguiente, (sábados y domingos), todos de dos mil veintitrés, por haber sido inhábiles, conforme al artículo 15  del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veintitrés, así como del diecisiete al treinta y uno de julio del presente año, por corresponder al primer periodo vacacional de este Órgano Jurisdiccional, y el siete de agosto del año en curso, por haberse declarado la suspensión de labores con motivo del día del servidor público, por lo que si el recurso de apelación se presentó el catorce de agosto del año que transcurre se patentiza se interpuso oportunamente.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por el apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y estudio preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.

Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, es improcedente, por las siguientes consideraciones. 

Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, para los casos en que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso, en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales, resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte lo siguiente:

a) Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal el quince de diciembre de dos mil veintiuno, **********, por su propio derecho, promovió demanda de juicio de nulidad administrativo,
 en contra de actos que reclamó del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), autoridad demandada, que hizo consistir: 

“[…] IV.- ACTO QUE SE IMPUGNA: 

La determinación de la contribución relativa al pago de derecho por servicio de Cargo por Redondeo; Adeudo Anterior; Agua Potable; Drenaje; Tratamiento, Crédito por redondeo siguiente recibo e IVA, consignada en el Contrato 141192 emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez denominado (INTERAPAS), con el que pretende cobrar la cantidad de $28,317.00 (VEINTIOCHO MIL TRESCIENTOS DIECISIETE PESOS 00/100 M.N.), lo cual me fue notificado a través del Estado de Cuenta Folio SG 530866 entregado en mi domicilio con fecha 03 de noviembre de 2021.”

b) Por auto de once de enero de dos mil veintidós,
 en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2021-3, la Tercera Sala admitió a trámite la demanda respecto de la autoridad demandada, se ordenó emplazar a juicio a la misma y se le conminó a producir su contestación.

c) Mediante proveído de ocho de marzo de dos mil veintidós,
 la Sala de Origen tuvo a **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), autoridad demandada por contestando la demanda, admitió las pruebas ofrecidas por la parte actora, así como las ofertadas por la parte reo, ordenando dar vista a la parte accionante con la inspección ocular ofertada por esta última parte procesal.

d) Asimismo, mediante acuerdo de once de julio de dos mil veintidós,
 la Tercera Sala Unitaria tuvo por admitida la prueba de inspección ocular ofertada por la autoridad demanda y señalando las once horas del treinta y uno de agosto de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el numeral 245 del citado Código.
e) Posteriormente, en la hora y fecha indicada en el párrafo que antecede, se llevó a cabo la audiencia de Ley, así como el desahogo de la prueba de inspección ocular ofertada por la autoridad demandada y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021-3.
f) En sentencia de catorce de junio de dos mil veintitrés,
 la Tercera Sala Unitaria, declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consistente en el crédito fiscal impugnado contenido en el estado de cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28,317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 moneda nacional); y como consecuencia, decretó su nulidad total dejándolo sin efecto legal alguno.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
De lo reseñado, se advierte que éste asunto es de cuantía determinada, es decir, el crédito fiscal impugnado contenido en el estado de cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28,317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 moneda nacional).
Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia y fuero, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el catorce de junio de dos mil veintitrés, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía,
 se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional).
Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, -en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2023: $103.74
Operación: 103.74 x 1500= $155,610.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso de origen consiste en el crédito fiscal impugnado contenido en el estado de cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28,317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 moneda nacional), resultando inferior a la requerida por la fracción I, ut supra, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).
De lo anterior se advierte, que al ser este asunto de cuantía inferior a la que contempla la fracción I, del artículo 152 multicitado, su procedencia debe ser estudiada, de conformidad con lo dispuesto en la fracción II, del normativo 152 en mención.
Ahora bien, éste órgano jurisdiccional, considera que lo resuelto por la Tercera Sala Unitaria el catorce de junio de dos mil veintitrés, no es de importancia y trascendencia; por tanto, el recurso de apelación interpuesto deviene improcedente, en atención a las consideraciones siguientes:
De la exégesis del precepto y fracción trascritos se patentiza contiene las expresiones "importancia" y "trascendencia", referidas como sine qua non, para la procedencia que deben satisfacer los asuntos de cuantía inferior a la establecida en la fracción I, del normativo en cita (1500 veces el valor diario de la UMA) o cuando estos sean de cuantía indeterminada, cuyas sentencias pueden ser apeladas ante esta Sala Superior, tópicos que deben examinarse, previamente al estudio del fondo del negocio, es decir, si la parte recurrente razonó los requisitos en comento, pues de no hacerlo el recurso es improcedente.

Al respecto, de los agravios expuestos por la parte apelante, no se advierte que haga valer razonamiento alguno de por qué el asunto de marras es de importancia y trascendencia.
Para ello, es pertinente dilucidar la expresión gramatical y legal de las referidas expresiones, a falta de texto positivo que puntualice su alcance y acotación.

Pues bien, gramaticalmente, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, las acepciones que conviene registrar son las siguientes:

Importancia. Cualidad de lo importante, de lo que es muy conveniente o interesante, o de mucha entidad o consecuencia.
Trascendencia. Resultado, consecuencia de índole grave o muy importante.

Llevadas ambas acepciones al campo de lo legal, la "importancia", hace referencia al asunto en sí mismo considerado; mientras que la "trascendencia" gira en torno a la gravedad o a la importancia de la consecuencia del asunto. De este modo, la significación del asunto puede quedar desligada de su trascendencia, porque sus consecuencias dejen de ser graves o muy importantes.

La ley exige la concurrencia de los dos requisitos –unidos entre sí por la conjunción copulativa "y", por lo que si faltare uno de ellos sería superfluo investigar la presencia del otro.

En ese orden de ideas, resultaba indispensable que la parte apelante expusiera las razones por las que válidamente se pudiera acreditar que el fallo aquí reclamado en que se declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, reviste un carácter extraordinario, o una consecuencia grave que actualizara la "importancia"; ya que en el caso se requieren como condiciones para tal fin las siguientes:

a) Que la naturaleza intrínseca del asunto revista un interés superlativo reflejado en la gravedad del tema, es decir en la posible alteración o afectación de valores sociales, políticos o en general de convivencia, bienestar o estabilidad del Estado mexicano relacionados con la impartición o la administración de la justicia, y 

b) Que el asunto tenga un carácter trascendente reflejado en lo excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico aplicable para casos futuros o la complejidad sistemática de los mismos.
En relación con lo anterior, es de advertirse que el asunto en cuestión versa sobre el crédito fiscal impugnado contenido en el estado de cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28,317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 moneda nacional), lo cual no tiene un carácter extraordinario, ni una consecuencia grave, por ende, no se actualiza la "importancia", en dicho acto, no es de naturaleza excepcional, singular, inexplorada, contradictoria, complicada o sin precedentes; ni trascendente, por la consecuencia del caso, porque  la  resolución pronunciada  en éste pueda  tener  como efecto en un futuro resultados de índole grave, como lo podrían ser, la afectación del interés fiscal o el patrimonio del Estado; la interpretación de leyes y reglamentos; la determinación del alcance de las contribuciones; o en los casos diversos a los mencionados, aquellos cuyas características también sean excepcionales y de consecuencias más allá del asunto resuelto, esto es, que no solo afecten a los contendientes en el juicio sino a los intereses de la colectividad.
Es decir, que se trate de casos fuera de lo común en los que no exista un criterio ya discutido y tenga de índole grave o muy importante.

Aunado a lo anterior, de los agravios expuestos por el apelante, tampoco se advierte que haga valer razonamiento alguno sobre la importancia y trascendencia de la cuestión sujeta al juicio contencioso sui generis, elemento necesario para la admisión del mismo.
En otro orden, conviene precisar que el precepto 152, en su fracción III, incisos a) y d), del Código Procesal de la materia y fuero, establece como requisito de procedencia en el presente asunto, por así advertirlo esta Alzada, así como también manifestarlo la parte recurrente, lo siguiente:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

[…]

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y […].”

De la exégesis del precepto mencionado se patentizan las hipótesis, así como los requisitos para la procedencia del presente recurso siguientes: 
a) Que sea una resolución definitiva emitida por una Sala Unitaria.

b) Que se refiera a una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales.

c) Siempre que en dicho fallo se hayan interpretado normas generales con motivo de su aplicación.

d) Se hayan cometido violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan el sentido del fallo.
Ahora bien, respecto del primer requisito a satisfacer, este Tribunal de Alzada, advierte que el mismo se surte a cabalidad; ello es así, debido a que tal como se determinó en el Considerando Primero de esta resolución, se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

En cuanto a la segunda de las hipótesis, se patentiza que en el particular, se satisface; atendiendo a que el acto impugnado, consistente en el crédito fiscal impugnado contenido en el estado de cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28,317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 moneda nacional) encuadra en la misma. 

Lo anterior es así, pues el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), de acuerdo a lo establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; el Decreto 642.- Creación del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), publicado en el Periódico Oficial del Estado el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis; y el Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), funge como un organismo descentralizado en ingresos municipales, de acuerdo a los preceptos siguientes:

“LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTICULO 3º. Para efectos de la presente Ley se entiende por:

[…]

XXXI. Organismo operador: el ente público descentralizado de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objetivo principal es la responsabilidad de organizar y tomar a su cargo en forma parcial o integral, la administración, operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación, ampliación y eficiencia en la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento de aguas residuales, dentro de los límites de su circunscripción territorial a través de cualquier sistema o método, a más de un predio, cualquiera que sea la fuente de abastecimiento, pudiendo ser: 

a) Paramunicipal: el establecido en un municipio en el que presta los servicios públicos. 

b) Intermunicipal: el establecido en un área geográfica determinada, de dos o más municipios, en los que presta los servicios públicos; 

 […]

ARTICULO 88. Los organismos operadores se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, previo acuerdo de cabildo del municipio correspondiente, y de conformidad con la legislación aplicable, como organismos descentralizados de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propios. 

En el decreto de creación de los organismos señalados, se deberá establecer el área geográfica en la que prestarán los servicios públicos.”

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 104. Los organismos auxiliares son los que tienen por objeto la prestación de un servicio público o social; la explotación de bienes o recursos propiedad del Municipio; la investigación científica y tecnológica; o la obtención y aplicación de recursos para fines de asistencia y seguridad sociales. 

Se consideran como organismos auxiliares municipales, los organismos descentralizados, las empresas de participación municipal, los fideicomisos y los patronatos. 

Las estructuras de los órganos de gobierno y vigilancia de estas entidades, serán definidas de conformidad con lo estipulado en las leyes, decretos y reglamentos correspondientes.”

 DECRETO 642.- Creación del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).

ARTICULO 1o. Se crea el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas y rurales de sus jurisdicciones, en los términos que señalan la Constitución General de la República, la Constitución Política del Estado, la Ley Orgánica del Municipio Libre y la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento.

[…].

REGLAMENTO INTERNO DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).

“ARTÍCULO 1°. El Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en lo sucesivo INTERAPAS, como Organismo público descentralizado intermunicipal, tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades dentro de los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas de sus jurisdicciones comprendidas en su área de factibilidad, que expresamente le confieren la legislación del Estado vigente en materia de aguas, así como el presente Reglamento, otros reglamentos, decretos, acuerdos, circulares y demás disposiciones que en la misma materia emitan las autoridades competentes.

[…]”

“ARTÍCULO 47. La Dirección de Comercialización cuenta con facultades para ejercer las siguientes funciones:

[…]

IV.- Aplicar las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento, aprovechamiento y disposición de aguas residuales crudas y tratadas, de acuerdo a la Ley de Cuotas y Tarifas y Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, vigentes, además de aplicar la actualización tarifaria aprobada. Asimismo, notificar y gestionar el cobro a las empresas y/o particulares por sobrepasar los límites máximos permisibles de contaminantes descargados a la red de drenaje municipal en los términos de la legislación ambiental aplicable, determinar y aplicar las multas o sanciones derivadas de las visitas de inspección por incumplimiento a la Ley en la materia en el ámbito de su competencia, así como cobrar el registro y permisos de descarga, y demás conceptos relacionados con el control de descargas que le sean remitidos por el área administrativa responsable de generarlas;”
De lo anterior, resulta evidente que los Organismos Operadores son entes públicos descentralizados de la administración pública municipal, cuyo objetivo principal es la administración, operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación, ampliación y eficiencia en la prestación de los servicios de agua potable, que podrán ser intermunicipales; se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, requisito que se cumple a cabalidad, pues el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), fue creado mediante DECRETO 642, y emitido por la Quincuagésima Cuarta Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado el doce de agosto de mil novecientos noventa y seis; el cual se considerará como un organismo auxiliar municipal; y, por último, que dicho Organismo, será reconocido como un Organismo Público Descentralizado Intermunicipal y que a través de la Dirección de Comercialización aplicará las cuotas y tarifas por la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado, entre otros.

Ahora bien, la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí y el Reglamento Interior del Municipio de San Luis Potosí, refieren en cuanto a la Tesorería Municipal:

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 79. Para el control del erario municipal cada Ayuntamiento contará con un Tesorero, mismo que no deberá guardar parentesco con ninguno de los integrantes del Ayuntamiento, conforme a lo establecido por la legislación de responsabilidades de los servidores públicos aplicable.”
REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTÍCULO 147. La Tesorería Municipal es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales, y de realizar las erogaciones que deba hacer el Ayuntamiento, con las excepciones que señale la Ley. “

Al respecto, es manifiesto que cada ayuntamiento del Estado de San Luis Potosí, contará para el control del erario municipal con un Tesorero, y en el caso del Municipio de San Luis Potosí, es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales, los cuales se encuentran contemplados en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a lo siguiente:

“ARTÍCULO 1°. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social, y tienen por objeto determinar la integración del patrimonio y la hacienda pública de los municipios; señalar los ingresos que pueden percibir éstos y sus características, así como fijar el sujeto, el objeto, la base, la forma y época de pago y exenciones de las contribuciones municipales y de sus accesorios.”

“ARTICULO 4°. La hacienda pública municipal se integra con los siguientes conceptos: 

I. Las contribuciones, consistentes en impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, así como sus accesorios;”

“ARTICULO 56. Los servicios por los cuales los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos, son: agua potable; aseo público; panteones; rastro; planeación; tránsito y seguridad; registro civil; salubridad; estacionamientos; reparación, conservación y mantenimiento de pavimentos; publicidad y anuncios; monitoreo vehicular; nomenclatura urbana; licencias para ventas de bebidas alcohólicas de baja graduación; expedición de copias, certificaciones y constancias diversas; servicios catastrales; supervisión de alumbrado público; y ocupación de la vía pública. Asimismo, cualquier otro servicio que lleve a cabo el municipio y por el cual no esté expresamente prohibido su cobro.”

“ARTICULO 57. El servicio de agua potable consiste en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que proporcionen los municipios o los organismos.  Las tarifas correspondientes a estos derechos serán determinadas por la Legislatura Estatal, a propuesta de los ayuntamientos en sus leyes de ingresos en aquellos casos en que el servicio sea prestado directamente por los municipios, o por las juntas de gobierno para el caso de organismos.  Los ayuntamientos y los organismos operadores de agua establecerán anualmente estímulos fiscales en beneficio de las personas con discapacidad y personas adultas mayores, de los que disfrutarán, según corresponda, y hasta por el cincuenta por ciento de los derechos causados.  Para el acceso a los estímulos fiscales señalados en el párrafo anterior, los contribuyentes deberán acreditar su condición de acuerdo al mecanismo que establezca el ayuntamiento u organismo respectivo.”

Por tanto, es evidente que dada su naturaleza, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), realiza la función de recaudador de ingresos municipales, que originalmente le compete a las Tesorerías municipales, pues fue creado como un organismo descentralizado intermunicipal y tiene como objetivo principal la administración, operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación, ampliación y eficiencia en la prestación de los servicios de agua potable, y está facultado, como ya se estableció anteriormente, para el cobro de los mismos, a través de una de sus Direcciones, en los términos que se señalan en la Constitución Política del Estado, Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, así como en su Decreto de creación y Reglamento Interior.

Luego, en cuanto a la segunda hipótesis, como ya se dilucidó, se actualiza, pues la resolución controvertida en el juicio de origen, tal y como lo señala la multicitada fracción III, del artículo 152 del Código procesal en comento, aún cuando no es una resolución dictada por una Tesorería Municipal, si lo es por un organismo descentralizado en ingresos municipales, que está facultado en materia de hacienda municipal para administrar y recaudar las contribuciones por los servicios que presta; por tanto, se trata de una de las autoridades referidas en dicho precepto legal.

Y tocante a la tercera y cuarta de las hipótesis, esta Sala Superior, no soslaya, que la Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en su ocurso de agravios alegara que el medio de impugnación que nos ocupa es procedente, en términos del artículo 152 fracción III, incisos a) y d) del Código Procesal Administrativo para el Estado, con sustento en los siguientes argumentos:

“[…] Es procedente el recurso de apelación en términos del artículo antes citado en su fracción III, siendo preciso señalar:

Cuando se trate de una resolución emitida por los organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, en este caso el INTERAPAS, siendo claro que del cuerpo del escrito de demanda se puede colegir que el acto que impugna es referente a la Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación, así como también existe notables violaciones procesales durante el juicio que afectan las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y siendo que la sala de origen realiza una interpretación errónea de la ley, siendo que la ley es muy clara en relación a que los actos emitidos por cualquier autoridad gozan de legalidad, por lo que la carga probatoria le corresponde al actor que pretende se declare la ilegalidad de dicho acto acreditar dicha ilegalidad del acto, lo anterior de conformidad con lo señalado en el artículo 248.- Las sentencias serán pronunciadas por el Magistrado de la Sala. Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad. Por lo que es claro que los actos de autoridad gozan de la presunción de legalidad, por lo que es necesario que el gobernado allegue medios de prueba que destruyan esa presunción de legalidad, lo que en la especie no aconteció, pues se insiste, que las pruebas que anexa la actora no son suficientes para acreditar su dicho, pues como se ha manifestado, sin conceder que la acción que intenta el actor fuese impugnable por este medio, los actos de autoridad gozan de la presunción de legalidad, de ahí que le corresponde a la parte actora probar la ilegalidad de acto que alega, esto es, que el acto de autoridad es ilegal, lo que se insiste, no aconteció en el caso concreto, pues el solo dicho no hace prueba, de ahí lo infundado del presente motivo de disenso. Siendo‭
‬ además que al no negar la existencia de dicho acto impugnado la carga probatoria le pertenece al actor como un principio general del derecho, es decir todo aquel que afirme tiene la obligación de probar, siendo que dentro de la citada resolución de ninguna manera arroja la carga probatoria a la parte actora lo que trae como consecuencia las resultas del juicio.
De igual manera existe una violación notoria al procedimiento dado a que dicha resolución fue emitida en fecha 14 DE JUNIO DEL 2022, sin embargo dentro de los resultandos se señala que la audiencia final fue celebrada el día 31 DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIDOS, es decir posterior a la emisión de la sentencia, por ende es evidente dicha violación al procedimiento, dado a que la emisión de la sentencia fue anterior a la celebración de la audiencia final, siendo que el articulo 246 y 247 del Código Procedimiento Administrativo en el Estado, señala.-

ARTÍCULO 246. La audiencia deberá celebrarse el día y hora señalados para tal efecto, será pública, salvo los casos en que a juicio de la Sala sea necesario que sea reservada y su desarrollo se sujetará al siguiente orden:

I. Se dará cuenta con la demanda, la contestación, la ampliación y contestación en su caso, así como con cualquier incidencia que surja;

II. Se procederá a desahogar las pruebas que se les hayan admitido a las partes dentro del juicio; hecho lo cual, se recibirán los alegatos del actor, la demandada y el tercero, en ese orden, los cuales deberán ser formulados por escrito, ordenándose se agreguen a los autos;

III. Concluido el período de alegatos, se dará por terminada la audiencia, citándose a las partes para oír sentencia, y
IV. La Sala deberá emitir la resolución que corresponda en un plazo que no exceda de quince días hábiles, contados a partir de la fecha de la celebración de la audiencia.

ARTÍCULO 247. La audiencia se celebrará aun sin asistencia de las partes. Sin embargo, podrá ser diferida de oficio o a solicitud de aquéllas cuando exista motivo fundado, a juicio del Tribunal. Una vez iniciada la audiencia, ésta podrá suspenderse cuando existan causas justificadas que así lo requieran, supuesto en el cual deberá señalarse día y hora para su continuación.

Por ende para efecto de que se pueda emitir la sentencia correspondiente se tiene que llevar a cabo la audiencia que refiere el numeral antes citada, por ende, es clara la violación al procedimiento.

Además de lo antes referido la sentencia definitiva de fecha 14 de junio del 2022 (sic), y notificada a través del buzón hasta el día 12 DE JULIO DEL 2023, siendo que el artículo 27 del mismo Código Procesal Administrativo en el Estado refiere.-

ARTÍCULO 27. Las resoluciones o acuerdos del Tribunal deben ser notificados dentro del día siguiente de aquél en que se hubiesen turnado al actuario, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de los mismos.

Por lo que dicha resolución fue emitida en fecha 14 de junio del 2022 es claro que esta debió de haber sido notificada a las partes al día siguiente, no siendo este el caso dado a que la misma fue emitida y un año después fue notificada a las partes, de lo que se puede denotar una violación flagrante a un debido proceso, ya que dicha resolución fue emitida en fecha 14 DE JUNIO DEL 2022 y la celebración de la audiencia final fue celebrada en fecha 31 DE AGOSTO DE 2022, es decir de forma posterior a la emisión de la sentencia, siendo que el Código Administrativo es muy claro en cuanto a un debido procedimiento, y siendo este notificado fuera del término que señala el artículo 27 del Código Procesal Administrativo en el Estado, el cual en este caso es evidente que no se llevó a cabo, lo que trajo como consecuencia una sentencia evidentemente ilegal, al no emitirse conforme a derecho.

Pese a lo anterior existe una errónea interpretación de la ley, siendo que de la simple lectura de la demanda interpuesta por la parte actora se colige que funda la misma en supuestas violaciones de FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN con la cual pretendía que la misma alcanzara una nulidad total, siendo que la corte ha sostenido una y otra vez que la diferencia y el alcance entre la FALTA y la INDEBIDA fundamentación y motivación, siendo que la primera únicamente puede alcanzar una nulidad parcial y no total como erróneamente lo ha determinado el A quo, siendo que la suplencia de la deficiencia de la queja no tiene tal alcance en modificar los argumentos de la parte actora en referir que en lugar de haber alegado una FALTA de fundamentación y motivación se haya señalado un INDEBIDA, y con ello se alcance una nulidad total, dado a que tal y como lo ha determinado la corte la falta de fundamentación y motivación es una cuestión de FORMA y no de fondo dado a que no se estudió de ninguna manera alguna cuestión de fondo que pueda traer como consecuencia una nulidad total, para lo cual me permito citar señalar la TESIS AISLADA que cita el A quo la cual fue emitida desde 1995, existiendo JURISPRUDENCIAS más recientes que refieren lo contrario, mismas que me permito citar.-
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SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Revisión fiscal 208/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Torreón, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 14 de mayo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.

Revisión fiscal 1017/97. Administrador Local Jurídico de Ingresos No. 15 de Torreón. 18 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elías Álvarez Torres. Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa.

Revisión fiscal 57/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos No. 15 de Torreón. 25 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elías Álvarez Torres. Secretario: Antonio López Padilla.

Revisión fiscal 350/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Torreón. 22 de octubre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elías Álvarez Torres. Secretario: Antonio López Padilla.

Revisión fiscal 114/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Torreón, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 12 de noviembre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.

Nota: Por ejecutoria de fecha 17 de octubre de 2001, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 92/2000-SS en que participó el presente criterio.

Siendo claro que en este caso la parte actora únicamente alegó cuestiones de forma y no de fondo, por lo que el A quo no puede extralimitarse de sus facultades y resolver respecto alegaciones que no formaron parte de la litis, dado a que al no haberse planteado por la parte actora no es dable que se emita una resolución tomando en consideración cuestiones que no se fijaron al plantear la demanda inicial.

De igual forma existe una violación flagrante por parte del A quo al momento de emitir su resolución, dado a que la misma no es emitida en términos del artículo 249 del mismo Código Procesal Administrativo en el Estado, siendo que además de que realiza una fijación incorrecta de la litis, realiza una valoración incorrecta de las pruebas, dado a que de forma textual refiere:

Desprendiéndose de las pruebas antes citadas, que ninguna corresponde a las documentales idóneas a que nos hemos referido con anterioridad, es decir, aquellas, en donde se hace constar la lectura tomada, y/o en todo caso, el Impedimento para hacerlo, de manera tal que NO se aportaron las pruebas idóneas para acreditar el consumo, o en su defecto la determinación por promedio de toma ante la imposibilidad de tomar la lectura respectiva, e incluso de una cuota fija, de modo que funde y motive la determinación del consumo de agua del periodo del estado de cuenta, y los adeudos anteriores, que se establecen en el estado de cuenta **********.
Siendo que el mismo refiere que no se aportaron pruebas idóneas para acreditar el consumo y que se determinó un PROMEDIO DE TOMA.”
Ahora bien, en principio, debe decirse que tales argumentos son inoperantes, pues, de la lectura efectuada a la parte de la sentencia recurrida que dio lugar a la declaratoria de nulidad del acto impugnado, no se aprecia que por parte del A quo se interprete alguna norma, ni se advirtieron violaciones procesales durante el juicio, pues contrario a lo esgrimido por la recurrente, se desprende que señala:

“[…] SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, de los conceptos de impugnación planteados por la parte Actora en la demanda,  el primero resultó esencialmente fundado, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada.

Como se ha establecido en el considerando cuatro de la presente Sentencia, los argumentos de la Parte Actora  se sintetizan en que el acto impugnado es ilegal por no estar debidamente fundado y motivado debido a:

a) Que niega lisa y llanamente haber realizado consumo de agua por el que deba pagar los derechos correspondientes, y que indebidamente se está cobrando un adeudo anterior, ya que no se establece que efectivamente la Parte Actora hubiere realizado el hecho generador del cobro por servicio medido de agua, por lo cual no está acreditado el hecho generador de la obligación de pago de derechos, ya que no se expresa en el acto impugnado, además de que no está fundado, ya que no se cita el fundamento legal y el razonamiento lógico jurídico realizado por la autoridad para justificar su determinación; y 

b) Que en el acto impugnado no está debidamente fundado y motivado, porque  no señala el consumo ni en los meses de adeudo, ni en el bimestre que se cobra, ni justifica los meses que están adeudados, y cuyo pago se requiere;

c) Que en términos de los artículos 2, 4, 136, 142, 170, 182 y 188 de la Ley de aguas del Estado, en relación con el artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, no es viable efectuar un promedio de toma para determinar le crédito fiscal.

Antes de proceder al estudio del primero de los conceptos de anulación, es preciso mencionar que la litis planteada en este juicio, se refiere a una resolución determinante de un crédito fiscal, el cual consiste en el Estado de Cuenta por concepto del cobro de una contraprestación causada por un derecho por el servicio de agua potable, relativo al Estado de Cuenta SL530866, emitido por la autoridad demandada, con el que se pretende cobrar por la cantidad de $28, 317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), expedido respecto del domicilio que posee la Parte Actora, pues ahí realiza sus actividades comerciales, según acreditó con la licencia de funcionamiento para el inmueble ubicado en Avenida de los Pinos número 137 ciento treinta y siete Colonia Maurel y/o Azáleas en Soledad de Graciano Sánchez  S.L.P., nombre de la Parte Actora, por los conceptos de cargo por redondeo, adeudo anterior, agua potable, drenaje, tratamiento, rehabilitación de servicio, crédito por redondeo siguiente recibo e IVA, el cual obra en original a fojas 18 dieciocho del expediente en que se actúa.

A las referida documental se le otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Por tanto, como se estableció en el Considerando Primero de la presente Sentencia, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, pues el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme lo dispuesto por los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º fracción I inciso c) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Partiendo de las premisas anteriores, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, le asiste razón a la accionante, toda vez que negó lisa y llanamente la causación de la contribución consistente en los derechos por agua potable y sus conexos, y por su parte la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia de los consumos de agua potable que es la base o hecho generador del crédito fiscal fincado en perjuicio del Actor; ello en atención al principio que opera en el Juicio Contencioso Administrativo, relativo a las cargas probatorias en materia fiscal, las cuales se distribuyen conforme lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, que a la letra disponen lo siguiente:

Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí:

“Artículo 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.
“…No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”

[Énfasis añadido]

Sirven de apoyo a la distribución de la carga de la prueba en el Juicio Contencioso Administrativo, las Tesis de Jurisprudencia que se transcriben a continuación, ya que interpretan la disposición Correlativa del Código Fiscal de la Federación:

“AUMENTO DE OBLIGACIONES FISCALES. SI UNA ASOCIACIÓN CIVIL NIEGA LISA Y LLANAMENTE HABER PRESENTADO EL AVISO RESPECTIVO, CORRESPONDE A LA AUTORIDAD FISCAL DEMOSTRAR EL HECHO RELATIVO EN QUE APOYA LA DETERMINACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL.- Si la autoridad impone una multa a una asociación civil inscrita en el régimen de las personas morales con fines no lucrativos, conforme al cual debe tributar, y dicha autoridad lo sustenta en que de acuerdo con sus registros, aquélla incumplió con la obligación de haber presentado el aviso de aumento de obligaciones a que se refieren los artículos 27 del Código Fiscal de la Federación y 14, fracción III, de su reglamento, y la asociación lo niega lisa y llanamente, ésta queda liberada de la carga de la prueba, pues el artículo 68 del mencionado ordenamiento legal, sólo establece la presunción de legalidad de las resoluciones y no de los hechos que la motivaron si son desconocidos sin reserva alguna por el contribuyente, como ocurre en el supuesto descrito, del cual no se infiere la afirmación de algún otro hecho.- Contradicción de tesis 162/2008-SS.”

“SEGURO SOCIAL. MODIFICACION DEL GRADO DE RIESGO. SI EN LA INSTANCIA ADMINISTRATIVA EL PATRON NIEGA EN FORMA LISA Y LLANA LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA RESOLUCION RESPECTIVA, A LA DEPENDENCIA QUE EMITIO ESTA, CORRESPONDE PROBAR LOS HECHOS EN QUE SE BASO.- De conformidad con el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales, pero dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven esos actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho. Esta regla, ordinariamente aceptada en juicios de nulidad fiscal, también es aplicable con motivo de las instancias administrativas establecidas en el régimen del seguro social en contra de las resoluciones que modifican el grado de riesgo con base en el cual el patrón está cotizando en el seguro de riesgos de trabajo, pues si éste niega lisa y llanamente los hechos en que se apoyó la dependencia técnica responsable de la clasificación de empresas y determinación del grado de riesgo, y esa negativa no implica una afirmación, el referido patrón queda liberado de la carga de la prueba de tales hechos. En las mencionadas instancias administrativas, que son la aclaración o el recurso de inconformidad previstos, respectivamente, en los artículos 35 del Reglamento para la Clasificación de Empresas y Determinación del Grado de Riesgo del Seguro de Riesgos de Trabajo y 274 de la Ley del Seguro Social, las dependencias a las que corresponde resolverlas, o sea, el Comité Consultivo del Seguro de Riesgos de Trabajo o el Consejo Técnico, deberán recabar los elementos de prueba idóneos y necesarios a fin de que estén en aptitud de solucionar la contienda puesta a su consideración, conduciéndose, desde luego, con la imparcialidad que exige la función que les adscriben las disposiciones que los rigen, en la inteligencia de que no pueden legalmente mejorar la fundamentación y motivación de esas determinaciones, sino que se deben limitar a dilucidar dicha contienda con base en los planteamientos formulados y el material probatorio que se allegue; de ahí que en la hipótesis señalada, el Instituto no quede eximido de estas cargas u obligaciones con la sola suministración al patrón de los datos relativos a través de la resolución objeto de la inconformidad.- Contradicción de tesis 13/94.”
 

Y por analogía con el tema tratado, la Tesis de Jurisprudencia I.7o.A. J/45, pronunciada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 2364, Tomo XXIX, Enero de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 168192, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia.”

En ese contexto, conforme al artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, cuando la parte actora  niega lisa y llanamente el hecho generador del crédito fiscal que impugna, arroja la carga de la prueba a la demandada, ya que aun y cuando los actos de la autoridad Fiscal se presumen legales, cuando el contribuyente niegue lisa y llanamente los hechos que motivan la actuación de la autoridad, en el caso, el consumo de agua, es  la autoridad demandada quien debe probar la legalidad de su actuación con la existencia de los hechos que motivan su actuar, por lo cual, en el presente Juicio Contencioso Administrativo, el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez estaba obligado a probar de la existencia de los consumos de agua potable, que sirven de base o hecho generador del cobro impugnado.

Al respecto se debe señalar, que la prueba idónea al respecto, son las lecturas de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, el cual debe ser llevado a cabo por personal autorizado de acuerdo a la distribución de los usos, conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y hacer los constar en un formato, mismo  que según esta disposición queda a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios para cualquier duda o aclaración, para que el acto reclamado sea válido en ejecución, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“Artículo 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

En tal sentido se tiene, que la Autoridad demandada al momento de producir su contestación hace referencia al crédito fiscal determinado, ofreciendo como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la copia certificada del nombramiento del Director Jurídico del Organismo demandado, la confesional expresa de la Parte Actora en la demanda, la presuncional legal y humana, e instrumental de actuaciones.

Desprendiéndose de las pruebas antes citadas, que ninguna corresponde a las documentales idóneas a que nos hemos referido con anterioridad, es decir, aquellas, en donde se hace constar la lectura tomada, y/o en todo caso, el impedimento para hacerlo, de manera tal que NO se aportaron las pruebas idóneas para acreditar el consumo, o en su defecto la determinación por promedio de toma ante la imposibilidad de tomar la lectura respectiva, e incluso de una cuota fija, de modo que funde y motive la determinación del consumo de agua del periodo del estado de cuenta, y los adeudos anteriores, que se establecen tanto en el estado de cuenta **********.

Sobre el particular, se considera oportuno, resaltar que la Autoridad Demandada en la contestación de la demanda, pretende justificar el acto exponiendo la fundamentación y motivación para justificar un cobro por promedio de toma, sin embargo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 244 párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las autoridades no pueden variar la fundamentación y motivación de los actos impugnados, de manera tal, que si la justificación del cobro por promedio de toma, no está debidamente expresado en el acto impugnado, la Autoridad Demandada no puede válidamente exponer esa fundamentación y motivación en la contestación de la demanda, ya que ello, se traduce en variar la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Sin que se omita insistir, en que la Autoridad Demandada fue omisa en exhibir las constancias relativas a la toma de lectura, o el impedimento para realizarla, así como en todo caso, aquellas que si pudo tomar, y que de ser el caso servirían de base para el cobro por promedio de toma.

Ahora bien, en el caso, de acuerdo con la inspección realizada en el domicilio, se constató que si tiene medidor, y que está visible a la vía pública para la toma de lectura, por lo cual la Autoridad Demandada estaba obligada a realizar la toma de lectura respectiva.

En ese tenor, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en acreditar en este procedimiento, la existencia del hecho generador del crédito fiscal derivado del servicio de agua y su consumo aplicado a la actora, es decir, no demostró que el demandante hubiera generado el consumo de agua durante los periodos establecidos en el acto impugnado, conforme lo establecido por el numeral 221 segundo y último párrafos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, omisión que deja en estado de indefensión a la parte actora, y que genera la ilegalidad del acto pues contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, y 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al no estar debidamente fundado y motivado.

ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: (…)

IV. Estar fundado y motivado; (…)”

En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8° del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y dado que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo en cuanto al periodo que se establece en el acto impugnado, así como lo reportado al producir su contestación de demanda, respecto al adeudo que indica la autoridad y por los conceptos que en los mismos se refieren, se determina que no demostró en consecuencia, que hubiera nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó, por lo que resulta ilegal el crédito fiscal impugnado contenido en el Estado de Cuenta número SL530866, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $28, 317.00 (veintiocho mil trescientos diecisiete pesos 00/100 M.N.), por las razones antes expuestas.

Sin que pase inadvertido, que el cobro de los meses de adeudo anterior, que se advierten tanto en el recibo impugnado, debe exigirse a través del procedimiento administrativo de ejecución, como lo ordenan los artículos 92 fracción XI y 100 fracción VII de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; por lo que su inclusión en el recibo mensual o bimestral de la contraprestación por los servicios correspondientes, genera la nulidad del concepto en cuestión, al haberse iniciado su cobro en una vía incorrecta, violentando las disposiciones legales que el son aplicables y vulnerando los derechos humanos de la parte actora, referentes a la legalidad, seguridad jurídica y debido proceso.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada I.3o.A.593 A, pronunciada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; publicada en la página 235, Tomo XV-1, Febrero de 1995, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 209118, que a continuación se transcribe:

“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CRÉDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas. Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

En ese orden de ideas, la resolución impugnada, se ubica en la hipótesis de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando los hechos que los motivaron no se realizaron, en el caso concreto el hecho generador de la obligación fiscal derivada del consumo de agua y sus servicios conexos, ya que la Autoridad Demandada no probó dentro del presente Juicio Contencioso Administrativo el hecho generador de la contribución.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: El Estado de Cuenta número **********, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de **********; así como la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia.[…]”
Lo que desvirtúa lo afirmado por la aquí recurrente, en relación a que el A quo interpretó normas generales con motivo de su aplicación, pues si bien el inciso a) establece la procedencia del recurso cuando el asunto se refiera a ese supuesto,  es dable señalar que la interpretación de una norma legal, ocurre cuando su texto no es suficientemente claro y admite inquirir su contenido gramatical y jurídico, empero, no todo análisis o consideración que vierta el tribunal puede incidir en el tema de procedencia que nos ocupa, ya que debe tenerse como premisa que la función jurisdiccional, en sentido amplio, se sustenta en una actividad interpretativa constante, relacionada con cualquier norma jurídica que deba aplicarse para apoyar sus determinaciones.
Así, para la procedencia del recurso es necesario que la sentencia impugnada contenga consideraciones en las que hubiera asignado un sentido determinado a algún precepto de la ley apartándose de su texto escrito y atribuyéndole un contenido que no se encuentra expresamente plasmado en éste.
Y de la trascripción realizada se advierte que la Sala Unitaria no resuelve acerca de la interpretación de algún precepto invocado en la demanda de nulidad, sino sólo determina su aplicación; máxime que, las razones fundamentales que dieron lugar a declarar infundados los conceptos de impugnación de la autoridad demandada, se sustentaron en la valoración efectuada por la Tercera Sala Unitaria, al material probatorio allegado por las partes para determinar la ********** del acto impugnado, y no en una interpretación de una norma.

Al respecto, se comparte, por analogía, la jurisprudencia IV.1o. J/1 del Primer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, Febrero de 1997, página 665, que precisa:

“REVISIÓN FISCAL. DEBE DESECHARSE SI LA SENTENCIA NO RESUELVE SOBRE INTERPRETACIÓN DE LEYES. Si en la sentencia materia del juicio fiscal interpuesto, el órgano contencioso administrativo no resuelve acerca de la interpretación de un precepto invocado en la demanda de nulidad, sino sólo determina la aplicación de éste, dicho recurso debe desecharse, por no darse los supuestos requeridos para su procedencia, toda vez que la interpretación de una norma legal, ocurre cuando su texto no es suficientemente claro y admite inquirir su contenido gramatical y jurídico y entonces, el juzgador busca o emplea palabras semejantes que se equiparen a la situación no prevista en la ley, o amplía su contenido para dar un significado no pensado ni pretendido por el legislador; es decir, desentraña o hace la reconstrucción de su espíritu, pensamiento y voluntad para obtener los motivos predominantes que originaron la norma, los fines a que tiende y, así, determinar el alcance y significado de las expresiones que integran su texto”.
**********De ahí que no se actualiza el supuesto del artículo **********,  del Código Procesal Administrativo del Estado, al no advertirse de la sentencia recurrida que la Sala haya interpretado alguna norma.**********
Tampoco se actualiza la hipótesis relativa al supuesto que prevé el inciso d), de la antedicha fracción III, del numeral previamente invocado debido a que en el caso concreto no se advirtieron violaciones procesales durante el juicio, pues no se puede considerar violación al procedimiento el hecho de que la Sala resolutora haya señalado que emitió su sentencia el catorce de junio del dos mil veintidós, y la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero, se haya celebrado el treinta y uno de agosto de dos mil veintidós, al evidenciar lo anterior una imprecisión intrascendente,  dado que ello lo que denota es que se está en presencia de un yerro al establecer el año de su dictado, que no constituye una violación al procedimiento,  ya que del contenido integral de la sentencia reclamada, se encuentra perfectamente identificado el número de juicio, identidad de las partes que en él intervinieron y los conceptos de agravio que ante él se vertieron.
Es aplicable a lo anterior, por las razones que informa la tesis XI.2o.20 C, emitida por Segundo Tribunal Colegiado Del Décimo Primer Circuito, visible en la página 606, Tomo II, Noviembre de 1995, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto:
“SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL. CITA ERRONEA DE LOS DATOS DE IDENTIFICACION DEL JUICIO. EFECTOS. (LEGISLACION DE MICHOACAN). El que el juzgador de segunda instancia al redactar un fallo, y precisar alguno de los datos de identificación del juicio respectivo, a que se contrae el artículo 606, fracción I del Código de Procedimientos Civiles, que dispone: "... Principiará el juez expresando el lugar y la fecha en que se dicte el fallo, los nombres, apellidos y domicilios de los litigantes y de sus mandatarios o abogados directores, y el objeto y naturaleza del juicio..." lo haga erróneamente, no amerita la concesión del amparo si del contenido integral de la sentencia reclamada, se advierte que examinó la resolución apelada al tenor de la litis planteada y de los conceptos de agravio que ante él se vertieron, dado que ello denota que se está en presencia de una verdadera equivocación, que no deja en estado de indefensión al promovente de la instancia constitucional.”

Por tanto, no obstante que en el presente asunto se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal, en la que declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, dictado por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), es decir, el crédito fiscal contenido en el estado de cuenta número ********** emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $**********, como ya se dilucidó anteriormente, no versa sobre los incisos a) y d) de la fracción III, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo del Estado, esto es, no se interpretó alguna norma, ni se advirtieron violaciones procesales durante el juicio.

Por lo que, bajo esas circunstancias, no se encuentra justificada la procedencia del recurso de apelación en términos del artículo 152, fracción III, incisos a) y d), del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la jurisprudencia 2a./J.204/2010, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del tenor siguiente: 

“REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CUANDO EL ASUNTO SE REFIERA A UNA RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA O POR AUTORIDADES FISCALES LOCALES COORDINADAS EN INGRESOS FEDERALES, SIEMPRE QUE COINCIDA CON ALGUNO DE LOS TEMAS FISCALES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 140/2008). En términos de la fracción III del numeral citado, la revisión fiscal procede cuando: 1) Se trate de una resolución dictada por alguna de las autoridades referidas; y, 2) La materia del asunto verse sobre: interpretación de leyes o reglamentos (inciso a); determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones (inciso b); competencia en materia de facultades de comprobación (inciso c); violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al resultado del fallo (inciso d); violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias (inciso e); y, afectación del interés fiscal (inciso f). Lo anterior, siempre que las violaciones a que se refieren los incisos d) y e) se relacionen con alguno de los supuestos previstos en los incisos a), b) y c), lo que es congruente con el carácter excepcional y selectivo del recurso de revisión fiscal. Por tanto, para que proceda la revisión fiscal no basta que la resolución se emita por alguna autoridad fiscal, sino que además es necesario que se atienda a la sustancia de lo decidido en la sede administrativa o contenciosa”. 

En razón de lo expuesto, se considera que el recurso de apelación planteado por **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, autoridad demandada, en contra de la resolución de catorce de junio de dos mil veintitrés, emitida por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, resulta improcedente, al no satisfacer lo dispuesto en el artículo 152, fracciones I y III, incisos a) y d) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en consecuencia, ello impide entrar al estudio del fondo del asunto sentenciado, dentro del juicio contencioso génesis.
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso el A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la improcedencia expuesta; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por éste; y por ende, conlleva a una confirmación de fallo tácita.
No es óbice a la anterior conclusión, el hecho de que el treinta de agosto de dos mil veintitrés, se haya tenido por interpuesto el recurso de apelación, ya que con ello no se vulneran los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia en el fallo correspondiente, a pesar de que hubiese pronunciamiento respecto a la admisión del recurso, ya que es una determinación que por su naturaleza no causa estado.

Ilustra a lo anterior, la Tesis Jurisprudencial anunciada IV.3º.A.J/5, que reza:

“AUTO ADMISORIO DE PRESIDENCIA. NO CAUSA ESTADO. La determinación contenida en el auto admisorio de presidencia corresponde a un examen preliminar del asunto emitido por el presidente del tribunal en ejercicio de las atribuciones que para dictar acuerdos de trámite le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de ahí que al constituir resoluciones de mero trámite tendientes a la prosecución de los procedimientos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, necesaria para el pronunciamiento de la resolución definitiva correspondiente, no causen estado, por lo que el Tribunal Colegiado en Pleno está facultado para analizar en definitiva la competencia del órgano terminal de amparo, así como la procedencia del amparo o del recurso previamente admitido por acuerdo de presidencia y, de resultar aquéllos improcedentes, resolver lo que corresponda conforme a derecho, con plenitud de jurisdicción y con vista a todo el asunto.”

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE
ÚNICO. Se declara improcedente el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, autoridad demandada, en contra de la resolución de catorce de junio de dos mil veintitrés, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********/2021/3, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Melissa del Carmen vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,
 que autoriza y da fe. RÚBRICAS.
Razón: esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de veintidós de noviembre de dos mil veintitrés, dictada en los autos del toca 60/2023/SS-3.- Conste.

“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 73 de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 16-20 del Toca.


� Fojas 32-33 del Toca.


� Foja 34 del Toca.


� “Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� Foja 133 del juicio de origen.


�Fojas 2-18 del juicio de origen.


�Fojas 19-21  del juicio de origen.


�Fojas 44-46 del juicio de origen.


�Fojas 53 del juicio de origen.


� Foja 59-68 del juicio de origen.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Registro digital: 168210, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 193/2008, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Enero de 2009, página 604, Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 200726, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 42/95, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II, Septiembre de 1995, página 322, Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 199415. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo V, Febrero de 1997, página 665.





� Época: Novena Época: Registro: 178807; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXI, abril 2005, Materia(s): Común, Página: 1126.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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